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VERSION TAQUIGRAFICA. 

I. ASISTENCIA. 

Asistieron los señores: 

-Ampuero, Raúl 

-Bulnes S., Francisco 

-Curti, Enrique 

-Chadwick, V. Tomás 

-Durán, Julio 

-Enríquez, Humberto 

-Ferrando, Ricardo 

-Foncea, José 

-Fuentealba, Renán 

—García, José 

-Gómez, Jonás 

-González M., Exe-

quiel 

—Gormaz, Raúl 

—Gumucio, Rafael A. 

—Juliet, Raúl 

—Luengo, L. Fernando 

—Maurás, Juan L. 

—Miranda, Hugo 

—Musalem, José 

—Noemi, Alejandro 

—Palma, Ignacio 

—Prado, Benjamín 

—Reyes, Tomás 

—Rodríguez, Aniceto 

— Sepúlveda, Sergio 

—Tarud, Rafael 

—Teitelboim, Volodia. 

Concurrieron, además, los Ministros de Justicia 

y de Tierras y Colonización. 

Actuó de Secretario el señor Pelagio Figueroa 

Toro y de Prosecretario, el señor Federico Walker 

Letelier. 

jes de Su Excelencia el Presidente de la 
República, en que solicita el acuerdo del 
Senado para conferir los siguientes ascen-
sos en las Fuerzas Armadas : 

1) A General de Brigada, el Coronel se-
ñor Roberto Fuentes Stone. 

2) A Coronel de Ejército, los Tenientes 
Coroneles señores: 

Carlos Araya Castro 
Ernesto Baeza Michaelsen 
Fernando Silva Valenzuela, y 
Carlos Eduardo Valenzuela Abel. 
3) A Coronel de Intendencia, el Te-

niente Coronel de Intendencia señor Sal-
vador Contador Rivadeneira. 

4) A General de Brigada Aérea, de Lí-
nea, de Armas, del Aire, de la Fuerza Aé-
rea de Chile, el Coronel de Aviación señor 
Ricardo Rolando Ortega Fredes; y 

5) A Coronel de Aviación, de Línea, de 
Armas, del Aire, de la Fuerza Aérea de 
Chile, el Comandante de Grupo señor Ga-
briel van Schouwen Figüeroa. 

—Quedan para tabla. 

II. APERTURA DE LA SESION. 

—Se abrió la sesión a las 11.21, en pre-
sencia de 11 señores Senadores. 

El señor GARCIA (Vicepresidente).— 
En el nombre de Dios, se abre la sesión. 

III. LECTURA DE LA CUENTA. 

El señor GARCIA (Vicepresidente).— 
Se va a dar cuenta de los asuntos que han 
llegado a Secretaría. 

El señor PROSECRETARIO.—Las si-
guientes son las comunicaciones recibi-
das : 

Informes. 

Ocho de la Comisión de Defensa Nacio-
nal, recaídos en igual número de Mensa-

Moción. 

Una del Honorable Senador señor Gó-
mez, con la que inicia un proyecto de ley 
que concede pensión, por gracia, a don 
Silvestre López Par ra . 

—Pasa a la Comisión de Asuntos de 
Gracia. 

IV. ORDEN DEL DIA. 

REFORMA DEL ARTICULO 10, X? 10, DE LA 

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO. 

TERCER TRAMITE 

El señor GARCIA (Vicepresidente).— 
Continúa la discusión del proyecto sobre 
reforma del N9 10 del artículo 10 de la 
Carta Fundamental . 

—El informe de la Comisión Especial 
de Reforma Constitucional, emitido en es-



1963 

te trámite, figura en los Anexos de la 
sesión 25®, en 19 de julio de 1966, docu-
mento 8, página 1645. 

El señor GARCIA (Vicepresidente).— 
Tiene la palabra el señor Ministro de 
Justicia. 

El señor RODRIGUEZ (Ministro de 
Justicia).—Señor Presidente, lamento te-
ner que usar nuevamente de la palabra, 
porque el debate sobre la propiedad mine-
ra ha ocupado gran parte del limitado 
tiempo de que dispone el Honorable Sena-
do para discutir las importantes materias 
que están todavía pendientes de su consi-
deración. Pero lo cierto es que, con pos-
terioridad a mi intervención, se han for-
mulado algunas observaciones que debo 
recoger, aunque sea del modo más su-
cinto. 

Se ha dicho que, desde el punto de vista 
del Gobierno, se ha planteado una tesis en 
términos demasiado confusos, tal vez con 
el propósito —y digo "tal vez", porque no 
quiero atr ibuir tales palabras a nadie en 
part icular— de enmarañar y oscurecer el 
asunto, antes que de aclararlo. Se expre-
só, usando una expresión criolla, que más 
bien teníamos el propósito de "emborra-
char la perdiz". 

Tal afirmación, a mi juicio, no corres-
ponde exactamente a la realidad. Nuestra 
posición es perfectamente clara al respec-
to. Part imos de una base: de la interpre-
tación de la legislación vigente, interpre-
tación que ha sido uniforme en los pro-
fesores de Derecho de Minería y en los 
diversos precedentes que se han citado. 
De acuerdo con ella, nosotros, que desea-
mos que el Estado sea efectivamente due-
ño de las minas, no podemos dejar de re-
conocer que, hoy por hoy, dentro de nues-
tra legislación, no lo es. Meramente tiene 
un dominio eminente o radical. Creemos, 
además, que los titulares de las pertenen-
cias mineras son efectivamente los dueños. 

Precisamente de acuerdo con estas ideas 
muy claras y precisas, estamos defendien-
do el texto aprobado por esta Corporación, 

pues se funda en lo que, a nuestro juicio, 
constituye la verdad jurídica, la verdad 
legal, de la cual no podemos prescindir pa-
ra legislar. 

Puesto que el Estado no es actualmente 
dueño y. se le otorga y reconoce el domi-
nio, parece del todo indispensable dejar a 
salvo las pertenencias vigentes, ya que de 
otro modo se produciría simplemente, co-
mo se dijo en esta Sala, un despojo de 
los actuales dueños. 

O sea, porque la situación actual no es 
la que nosotros quisiéramos, estamos pa-
trocinando una reforma constitucional 
que, a nuestro entender, no tiene por obje-
to confirmar o ra t i f icar la situación legal 
existente, sino cambiar el régimen en vi-
gor. 

Se ha sostenido que eso es discutible, 
pero honestamente debo decir que no 
comparto tal opinión. Afirmo que ya se 
han dado suficientes razones de orden ju-
rídico como para volver a analizar en su 
integridad el problema. Nada está más le-
jos de mi ánimo. Cada cual ha dado los 
argumentos en que basa su convicción. 

Por mi parte, he af irmado que nuestro 
pensamiento concuerda con las disposicio-
nes clel Código de Minería, consideradas 
aisladamente o en su contexto. Y con 
nuestro parecer están acordes los distintos 
profesores de Derecho de Minas que ma-
nifestaron su juicio a la Comisión. 

Sólo deseo añadir ahora que ésa fue 
también la opinión de un recordado pro-
fesor de Derecho de Minería: el señor Ju-
lio Ruiz Bourgeois. Tal opinión la expresó 
en un texto publicado en 1949, es decir, 
hace ya bastante tiempo. En esa obra se 
puede leer un pár ra fo —prefiero no darle 
lectura, pero lo dejo a disposición de los 
señores Senadores— en que destaca cómo 
es efectivo que el Estado únicamente tiene 
dominio eminente o radical. Funda su 
aseveración, precisamente, en el artículo 
l 9 del Código de Minería, reproducción 
del Código Civil. Expresa también que el 
Estado sólo tiene dominio efectivo, real 
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y patrimonial respecto de aquellas sustan-
cias mencionadas' en el artículo 4*? del Có-
digo de Minería, que se reservan al Esta-
do ; entre ellas, los hidrocarburos y los de-
pósitos salitrales. Manifiesta, asimismo, 
en forma categórica, que las pertenencias 
mineras constituyen dominio y que éste se 
conforma íntegramente a lo que el Código 
Civil consagra en la materia. Daré lectu-
ra al pár ra fo pert inente: "Dicho derecho 
no es otro que el de propiedad, como se 
desprende directamente de la primera par-
te del artículo 29 del Código de Minería: 
"La propiedad minera que la ley concede 
se llama pertenencia"." 

En seguida, en la página 154, a f i rma lo 
siguiente: "Si el derecho concedido sobre 
las minas es el de propiedad, sus caracte-
res generales son los que emanan de la 
definición que da el inciso primero del ar-
tículo 582 del Código Civil: "El dominio, 
que se llama también propiedad, es el de-
recho real en una cosa corporal, para go-
zar y disponer de ella arbi trariamente, no 
siendo contra ley o contra derecho ajeno". 
Es la plena "in re potestas", que se tra-
duce en las tres conocidas facultades: jus 
utendi, jus fruendi y jus abutendi". 

He querido citar esta opinión, porque, 
a mi juicio, tiene una autoridad indiscu-
tida, por dos razones. 

En primer lugar, porque por sí misma 
es extraordinariamente valiosa y porque 
corrobora, con la antigüedad que revela la 
fecha de la edición de este texto, la tesis 
que en la actualidad sustentan los profe-
sores de Derecho de Minería; o sea, no es 
una opinión de último momento, sino man-
tenida y consagrada por la cátedra. Por 
consiguiente, al sostener que ésta es la 
verdad jurídica actualmente, el Gobierno 
no hace sino conformarse a ella y recono-
cer la realidad, como dije en mi última 
intervención, aunque nos duela. Y, preci-
samente, porque nos duele y estamos en 
desacuerdo con ella, toma valor e impor-
tancia la modificación constitucional pro-
puesta. Por lo tanto, cuanto se diga acerCa 

de que nuestra posición está inspirada en 
otros propósitos, carece totalmente de base. 

En segundo término, quiero enfocar la 
autoridad de la opinión del profesor Julio 
Euiz, con relación a la ley 9.618 Es im-
portante señalar que, cuando esa ley quiso 
entregar y reaf i rmar el derecho de domi-
nio del Estado sobre los depósitos de hi-
drocarburos, estableció expresamente en 
su artículo l 9 una disposición en cierto 
modo análoga a la que en la actualidad 
nos rige. La ley 9.618, de 19 de junio de 
1950, dice en su artículo l 9 : "El Estado 
tiene la propiedad absoluta, inalienable e 
imprescriptible de los yacimientos de pe-
tróleo en cualquier terreno en que se en-
cuentren". De manera que ya entonces el 
legislador estimó necesario consignar en-
una ley expresa, respecto de una sustan-
cia determinada, que el Estado tiene do-
minio efectivo y no dominio eminente o 
radical. 

Tanto el mensaje con que se acompañó 
ese proyecto de iniciativa del Ejecutivo, 
como los antecedentes que constituyen la 
historia de su tramitación en el Congreso, 
demuestran que ese artículo l 9 fue consi-
derado necesario, porque el artículo 49 

del Código de Minería, en cuanto reserva 
el petróleo para el Estado y establece, por 
ende, el dominio patrimonial de éste so-
bre los yacimientos petroleros, parecía in-
suficiente, ya que no agregaba las carac-
terísticas de "absoluto, inalienable e im-
prescriptible". O sea, esta disposición vino 
a consagrar lo que acabo de exponer: que 
el Estado sólo tiene dominio patrimonial 
absoluto de las sustancias respecto de las 
cuales el artículo 49 del Código de Mine-
ría le confiere esta clase de dominio; pero 
no lo posee respecto de las demás. 

Por eso, en el mensaje se dice que ese 
precepto de la ley 9.618 tiene por objeto 
confirmar y mejorar el artículo 49 del Có-
digo de Minería. Sin embargo, para nada 
se refiere al artículo l 9 de ese cuerpo le-
gal, que establece el dominio eminente o 
radical sobre el resto de las sustancias 
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minerales, las cuales, evidentemente, son 
la mayoría. 

Todo ello tiene importancia por dos he-
chos que debo hacer presentes. 

El mensaje con que fue enviado ese 
proyecto al Congreso lleva las f i rmas del 
Presidente González Videla y de su Mi-
nistro de Minería, precisamente el profe-
sor Julio Euiz Bourgeois, cuyas opiniones 
habían sido estampadas un año antes, en 
1949, en el libro que acabo de citar. No 
cabe, pues, duda alguna de que en la men-
te del Ejecutivo estaba la idea de que el 
Estado, siendo dueño- de los yacimientos 
petroleros porque el artículo 49 del Código 
de Minería había declarado su reserva, no 

•lo era de las demás sustancias mineras, 
porque el artículo l 9 no fue modificado. 
Dicho mensaje señala expresamente que 
la ley tiene por objeto rea f i rmar el domi-
nio que al Estado otorga el artículo 49, 
pero para nada menciona el dominio emi-
nente del artículo l 9 , que, como ya lo ex-
presé, es el dominio que, según el profe-
sor Ruiz Bourgeois, tiene el Estado sobre 
las sustancias no enumeradas en el ar-
tículo 49. 

Pero hay más, señor Presidente. La di-
ferenciación clara y nítida entre las sus-
tancias de propiedad estatal y las que co-
rresponden al Estado sólo como titular del 
dominio eminente o radical del artículo l 9 

del Código de Minería, fue plenamente 
aceptada por el Parlamento en aquella 
época. El proyecto fue aprobado práctica-
mente por unanimidad —no sé si así fue 
en el hecho—, en una tramitación extraor-
dinariamente breve. En la .Cámara de Di-
putados fue informado por la Comisión de 
Industrias y Obras Públicas, la cual no se 
extendió mayormente sobre la situación 
jurídica. En cambio, esta misma iniciativa 
fue informada por la Comisión de Legis-
lación del Senado, y el informe, que apa-
rece en el Diario de Sesiones correspon-
diente de la legislatura ordinaria de 1950, 
tomo I, página 28, dice en forma expresa 
que uno de los objetivos del proyecto de 

ley es el de reaf i rmar el dominio absoluto 
y patrimonial que tiene el Estado, confor-
me al artículo 49 del Código de Minería. 
Y ese informe, que consagra, por consi-
guiente, la tesis que estoy sosteniendo 
-—por lo demás, no es mía—, fue aceptado 
en aquel tiempo por unanimidad, con la 
f i rma de los Honorables señores Humber-
to Alvarez, Fernando Alessandri, Hernán 
Figueroa, Héctor Rodríguez de la Sotta, 
Manuel Muñoz Cornejo, Hernán Videla 
Lira, Isauro Torres, Fernando Aldunate y 
Elias Lafert te . Firmó, como secretario de 

Comisión, el señor Enrique Ortúzar. 

Este proyecto de ley y su tramitación 
están dando una interpretación cabal a las 
disposiciones del Código de Minería. Digo 
"cabal", conforme a la tesis planteada por 
el Gobierno y que inspira y da motivo y 
razón de ser a las disposiciones de la re-
forma constitucional propuesta por la Cá-
mara de Diputados. 

Quise agregar este antecedente de orden 
legislativo a los argumentos ya dados, por 
tener el mérito de una verdadera inter-
pretación legislativa acerca de la situa-
ción existente sobre el particular. 

Para terminar, deseo hacer algunas ob-
servaciones a propósito del sistema de am-
paro, materia sobre la cual no he tenido 
la for tuna de expresarme con alguna cla-
ridad. 

He manifestado que la norma relativa 
al sistema de amparo, que consagra la dis-
posición de reforma constitucional apro-
bada por la Cámara, sólo afecta a las per-
tenencias vigentes y que, por tanto, és-
tas quedarán, de acuerdo con dicha re-
forma, en situación inferior a la que tienen. 

El Honorable señor Ibáñez preguntó 
—por lo menos, en ese sentido entendí la 
consulta— cuál era la situación en que 
quedaba la propiedad minera. En primer 
lugar, queda sujeta a la garantía general 
dei dominio, establecida en el inciso pri-
mero; en segundo término, queda afecta a 
las limitaciones que la ley le imponga, de 
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acuerdo con el inciso segundo, y, en ter-
cer lugar, queda y puede quedar afecta a 
la posible ley de expropiación, como todas 
las demás. Pero la propiedad minera queda 
en situación especial en cuanto al sistema 
de amparo. El que hoy rige y que práctica-
mente no impone- obligación alguna, será 
estructurado sobre bases que le impondrán 
la exigencia de actividad-

Por lo tanto, si existe discriminación a 
favor de las pertenencias vigentes, la re-
forma, lejos de mejorar las o beneficiarlas, 
las somete a mayores gravámenes. 

Estas son las observaciones que puedo 
fo rmula r por el momento, aun cuando 
también se han hecho en esta Sala algunos 
comentarios e interpretaciones de orden 
político, en especial pa ra a f i r m a r que esta 
disposición, como otras que deberán ser 
analizadas por el Honorable Senado, ins-
t i tuye una discriminación racial en el t ra-
tamiento que se otorga al chileno y al ex-
t r an j e ro . Personalmente, no deseo tocar 
por ahora ese punto. Pref ie ro hacerlo más 
adelante, si es posible en esta misma se-
sión, cuando t ra temos otros problemas que 
también dicen relación a Ja mater ia , y a 
f in de que tengamos oportunidad de co-
nocer en fo rma más amplia este aspecto 
del problema. 

El señor AMPUERO.— Señor Presi-
dente, deseo saber qué se decidirá res-
pecto de la sugestión hecha por nosotros 
en cuanto a la conveniencia de reuni r a 
los Comités pa ra innovar en lo at inente 
al horar io de sesiones. . . 

El señor GARCIA (Vicepresidente) .— 
Los Comités no se han reunido por fa l t a 
de asistencia. 

El señor AMPUERO.—.. .porque ocurre 
que ahora quedaremos condenados al silen-
cio más absoluto. 

El señor GARCIA (Vicepresidente) .— 
Sumando los tiempos que 'restan a cada 
Comité, quedan noventa minutos ; o sea, 
existiría un excedente en esta sesión, que 
dura has ta las 13.30. Después de entera-
do ese tiempo, podríamos repa r t i r el ex-

cedente en t re los Comités. Es posible que 
algunos no lo ocupen. 

El señor AMPUERO.—Ocurre que los 
Comités, pa ra or ientar el debate, resolvie-
ron dividir la discusión en t res capítulos, 
y no nos hemos dedicado más que al pri-
mero. En ese debate los Comités han ago-
tado vir tualmente su t iempo o están a pun-
to de agotarlo. Ello querr ía decir que las 
re formas constitucionales al art ículo 10, 
el más importante de los preceptos de la < 
Constitución Política, según se ha sosteni-
do, las votaremos sin debate. 

A mi juicio, cualquiera que sea el sacri-
fic 'o que se imponga, la reunión de Comi-
tés debe realizarse. 

El señor GARCIA (Vicepresidente).—, 
Los Comités acordaron votar en la sesión 
de la tarde. Por lo tanto, deberían reunir -
se antes para tomar algún nuevo acuerdo. 
Por ahora, debernos ceñirnos al horar io es-
lab; ecido. 

El señor AMPUERO.—Pero no fraccio-
nemos las intervenciones. 

El señor GARCIA (Vicepresidente) .— 
Si le parece a la Sala, suspenderemos la 
sesión para citar a reunión de Comités y 
resolver sobre este asunto. 

El señor B U L N E S S A N F U E N T E S . — 
No están todos los Comités, señor Presi-
Ĵ o 11' a 

El señor F I G U E R O A (Secre tar io) . — 
Sólo fa i ta ei Liberal, señor Senador-

El señor GARCIA (Vicepresidente) . — 
Así es. 

Ei señer B U L N E S S A N F U E N T E S . — 
Nosotros asumimos la representación del 
Comité Liberal. 

El señor GARCIA (Vicepresidente) .— 
Muy bien, señor Senador. 

Se suspende la sesión por diez minutos. 

—Se suspendió a las 11.42. 
-—Se reanudó a las 12.10. 
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El señor R E Y E S (Presidente) .—Conti-
nua la sesión. 

Se va a dar cuenta de los acuerdos de 
Comités. 

El señor FIGUEROA (Secretario).— 
La unanimidad de los Comités acordó dar 
media hora por Comité e igual tiempo al 
señor Ministro, a par t i r desde este mo-
mento, para debatir los dos temas que que-
dan de la reforma constitucional, vale de-
cir, la disposición referente a la forma de 
regular las indemnizaciones y la disposi-
ción especial concerniente a los predios rús-
ticos y al régimen de aguas. 

En segundo lugar, se resolvió dar por 
cerrado el debate en lo relativo a la pro-
piedad minera.. 

En tercer lugar, se acordó suspender 
por una hora la sesión que se celebrará 
en la tarde, a par t i r de las 17.30, y con-
t inuar el debate hasta las 20, hora en que 
se comenzará a vo ta r 

El señor R E Y E S (Presidente).—Ofrez-
co la palabra sobre el tema relativo a la 
forma de regular la indemnización. 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
¿Comprende la propiedad rústica? 

El señor R E Y E S (Presidente).—No, 
señor Senador. 

El señor LUENGO.—No. 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
Pensé que debatiríamos en primer lugar lo 
referente a la propiedad rústica y, con 
posterioridad, los demás temas. 

El señor R E Y E S (Presidente) .—Si le 
parece a la Sala, se podría alterar el or-
den señalado e iniciar el debate en cuanto 
a la propiedad rústica y el régimen de 
aguas. 

El señor LUENGO.—Quiero rei terar la 
opinión que expuse en la reciente reunión 
de Comités en el sentido de que me parece 
más lógico debatir el texto de las refor-
mas en el orden como vienen propuestas. 

El señor R E Y E S (Presidente).— Los 
acuerdos se refir ieron a los temas que en 
principio se considerarían. 

Ofrezco la palabra. 
El señor AMPUERO.—Pido !a palabra, 

señor Presidente. 
No puedo dejar de manifestar mi ex-

trañeza por la forma como se ha acordado 
t r a t a r estas materias. Inclusive, los acuer-
dos de Comités me parecen un tanto arbi-
trarios. 

Ahora se discutirá sobre los procedi-
mientos y sis-temas de indemnización que 
establecería la nueva disposición constitu-
cional. Sin embargo, me permitiré centrar 
mis observaciones en un punto más o me-
nos vinculado a éste: la recomendación 
que se da al Gobierno o al Estado de pro-
pender a una progresiva socialización de 
los bienes de producción y de las riquezas 
naturales. Es el inciso sexto aprobado 
por esta rama del Congreso el que habla 
de socialización. Por su parte, la Cámara 
de Diputados estima que la redacción 
adecuada sería la siguiente: "El Estado 
promoverá formas de propiedad comuni-
tar ia o social que incorporen a los t ra-
bajadores a la gestión y dominio de las 
empresas y actividades económicas, bá-
sicas para el bienestar y desarrollo del 
país". 

Resultaba relativamente ocioso debatir 
en torno del concepto de comunitarismo 
cuando este vocablo se usaba sólo como 
mera expresión literaria destinada a sin-
gularizar una nueva posición política. Pe-
ro, cuando sus promotores procuran incor-
porarlo a un texto jurídico de la jerarquía 
de la Constitución Política del Estado, uno 
tiene la obligación de insistir en que los 
conceptos queden perfectamente claros. 

Personalmente, he procurado ahondar 
en la comprensión de dicho concepto, en su 
aplicación política y práctica, en sus an-
tecedentes teóricos, en su contenido eco-
nómico. Pues bien, me han sorprendido 
algunos hallazgos: por ejemplo, lo que 
se ha dado en denominar, por algunos teó-
ricos de la Democracia Cristiana, el "per-
sonalismo comunitario", que f u e la ideo-
logía, el conjunto de principios, la concep-
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ción política que inspiró por largos años 
la actuación del Gobierno de Vietnam del 
Sur, bajo la dirección del Presidente Ngo 
Dinh Diem y de su cuñada Madame Nhu. 
Creo que en ningún otro país, en el úl-
timo tiempo, se ha hablado en tono tan 
beligerante y mesiánico del personalismo 
comunitario como en aquél, hasta que sus 
promotores principales y sus protagonistas 
en el Gobierno terminaron asesinados por 
sus opositores políticos. Por supuesto, no 
creo que haya analogía entre el régimen 
que vivimos en Chile y aquel execrable sis-
tema de Vietnam del Sur, amparado por el 
imperialismo norteamericano y que fue 
abatido en forma trágica por una movili-
zación popular, budista y nacionalista de 
extraordinaria violencia. 

Yendo a los aspectos teóricos de la 
cuestión en análisis, me he encontrado, 
como lo af i rmé en otra ocasión, con una 
completa vaguedad. Autores calificados de 
la Democracia Cristiana parecen entender 
en términos muy amplios la noción que 
me preocupa en estos momentos. Pa ra 
muchos de esos escritores teóricos o ideó-
logos, la propiedad comunitaria sería 
cualquier tipo de propiedad más o menos 
colectiva de bienes de producción, desde 
las formas más tradicionales y capitalis-
tas, como las sociedades anónimas, pasan-
do por las cooperativas —que tampoco 
tienen ninguna novedad— hasta ciertas 
formas de comunidad integral, análogas 
a las que inspiraron a las primitivas órde-
nes cristianas. 

A mi juicio, si aceptáramos con la mis-
ma amplitud el alcance de ese concepto, 
haríamos un pésimo servicio al país. La 
Constitución Política del Estado no puede 
prestarse para consignar disposiciones que 
son más bien respuestas de un oráculo, su-
jetas a toda clase de interpretaciones, y 
no a la recta comprensión de su contenido. 

En el ánimo de just i f icar nuestra opo-
sición al texto de la Cámara de Diputados, 
quiero aceptar que el término "propiedad 
comunitaria" estaría mejor definido en el 

llamado "El A.B.C de la Democracia Cris-
tiana", especie de silabario para los prin-
cipiantes o los recién iniciados. Precisa-
mente, por eso puede servirnos a los pro-
fanos para penetrar un poco en los miste-
rios de la ideología que analizo. 

Dice el A.B.C. de la Democracia Cris-
t i ana : "¿Qué diferencia hay entre comu-
nitarismo y comunismo?" Responde: "Son 
dos cosas absolutamente dist intas: en un 
régimen comunitario los asalariados tie-
nen pleno y directo acceso a la propiedad 
de los medios de producción de las- empre-
sas en que t r aba jan . Ellos son dueños de 
la empresa, en forma- cooperativa, y ellos 
tienen tuición y dirección sobre la misma". 

Después de objetar la concepción comu-
nista, añade, continuando en su defini-
ción: "En un régimen comunitario des-
aparece totalmente el sistema capitalista 
(en que "unos ponen el capital y otros po-
nen el t r aba jo" ) puesto que capital y t ra -
bajo están en las mismas manos. Los t ra-
bajadores son sus propios patrones." 

Me quedo con esta definición, no obs-
tante que podría dar muchas otras, y al-
gunas radicalmente distintas de la que aca-
bo de leer, más emparentadas con el "ca-
pitalismo popular" y con todos los nuevos 
conceptos de difusión del capital —dentro, 
por supuesto, de una sociedad burguesa— 
que con un proceso verdaderamente revo-
lucionario. 

De paso debo decir que la acusación 
nuestra en cuanto a la vaguedad del con-
cepto, no es el resultado de nuestra incre-
dulidad marxis ta . 

Ent re los antecedentes consignados 
en el informe de la Comisión Especial de 
Reforma Constitucional que los Senadores 
tienen en su poder, se cita una comunica-
ción de la Unión Social de Empresarios 
Cristianos, que supongo estrechamente aso-
ciada a los propósitos y finalidades del 
Part ido Demócrata Cristiano. 

El señor RODRIGUEZ (Ministro de 
Just icia) .—No, señor Senador. 
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El señor AMPUERO.—¡Se me ocurre 
que entre "cristianos" y "cristianos" habrá 
alguna analogía en cuanto a sus propósi-
tos en la vida terrenal! 

El señor PRADO.—Entre los marxis-
tas, muchas veces no la hay. 

El señor AMPUERO.—Siempre tenemos 
propósitos análogos. 

El señor PRADO—Sus Señorías pue-
den darnos lecciones al respecto. 

El señor AMPUERO.—Entre los mar-
xistas, por lo menos, no hay discrepancias 
tan fundamentales; y menos en el plano 
teórico. 

El señor PRADO.—Las hay. Basta mi-
ra r para el lado... 

El señor GUMUCIO.—Entre el laboris-
mo inglés y ustedes hay diferencias. 

El señor AMPUERO.—No es marxista. 
El señor GUMUCIO.—Y también la hay 

entre ustedes y la Social Democracia ale-
mana. 

El señor AMPUERO.— Tampoco es 
marxista. En su último congreso rechazó 
e! marxismo. De manera que Su Señoría 
está bastante atrasado de noticias. Ahora, 
si hablamos de los tiempos de Kautsky y 
Llebneck, bien podríamos entablar un de-
bate. 

Dice la Unión Social de Empresarios 
Cristianos: "La primera observación que 
nos merece este texto es la de conocer qué 
se entiende por propiedad comunitaria o 
social, ya que dicho concepto no ha sido 
definido hasta ahorcó'- Y agrega: "Si con 
el texto que comentamos se quisiera pro-
pender a la participación de todos aquellos 
que laboran en las empresas en las respon-
sabilidades de ellas, según los grados que 
sean convenientes y respetando las je ra r -
quías y la unidad de dirección, USEC es-
tar ía completamente de acuerdo. También 
lo estaría si lo que se desea es que el per-
sonal de las empresas participe, en propor-
ción a sii aporte, en los beneficios que ellas 
¡producen. Por muchos años USEC ha ve-
nido estudiando regímenes de participa-
ción, proponiéndolos a las empresas e in-

cluso promoviendo su aplicación práctica 
en algunos casos. Pero, indudablemente, 
esta concepción no aparece ds la aludida 
redacción del inciso tercero." Se refiere 
al texto de la Cámara de Diputados. 

Termina diciendo: "No habiéndose pro-
ducido, en el segundo t rámite constitucio-
nal, la debida precisión del pár ra fo que 
comentamos y no siendo posible en el ter-
cer trámite sino aprobarla en su redacción 
actual o rechazarla del todo, solicitamos 
la intervención del señor Presidente para 
la eliminación del párrafo, en homenaje 
a la claridad y precisión que debe contener 
todo precepto constitucional". 

Hago referencia a tal testimonio sólo pa-
ra comprobar que la oscuridad advertida 
por nosotros en la comprensión de ese vo-
cablo es común a un gran sector de chi-
lenos, incluso a los de posición, social y 
política diametralmente opuesta a la nues-
t ra . 

Dejando de lado —repito— toda inter-
pretación extensiva del concepto de pro-
piedad comunitaria, y ateniéndonos a la 
definición más o menos oficial del texto 
recién leído —también se han referido a 
él, en algunas publicaciones, hombres de 
jerarquía teórica de la Democracia Cris 
tiana, como el Diputado Silva—, debe-
ríamos plantear esta primera pregunta : 
la Democracia Cristiana, al propender a 
una forma distinta de propiedad, ¿la en-
tiende como una integración progresiva 
de los obreros en las empresas? ¿La-en-
tiende como una decisión histórica del Es-
tado que expropia la mayor par te de los 
medios productivos y los entrega a los t ra-
bajadores? 

Pero antes de intentar una respuesta, 
es indispensable aclarar que para los so-
cialistas el acceso de los t rabajadores a la 
gestión o dominio de ios bienes de produc-
ción jamás puede ser la consecuencia de 
adquirir un título de capitalista. Desde el 
momento -en que el obrero pasa a ser "ac-
cionista" o "socio" de una empresa, se 
mantiene el dualismo entre el patrón y 
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el asalariado y se concede a éste un dere-
cho independiente de su condición de tal. 
Si mañana, por cualquier procedimiento, 
los obreros de MADECO pasaran —algu-
nos o todos— a ser dueños de acciones de 
la sociedad, mantendrían los derechos que 
esas acciones ¡es conceden, aunque- dejaran 
de ser obreros de esa industria, y por 
este solo hecho se t ransformar ían en ca-
pitalistas, en pequeños o insignificantes 
capitalistas, pero, en todo caso, en usu-
fructuarios de todas las ventajas del pro-
pietarios de bienes de producción, en dimi-
nutos explotadores del t r aba jo de otros 
asalariados. Hay una línea fronteriza in-
franqueable entre la propiedad capitalis-
ta y la socialización efectiva. 

Pues bien, en el comunitarismo la con-
dición de copropietario del obrero ¿es in-
dependiente de su condición de t raba jador? 
¿Puede mantener esa calidad dentro de 
una empresa, dejando de ser operario de 
ella? En mi opinión, este punto es básico 
para comprender en términos económicos 
y jurídicos lo que se quiere decir cuando 
se habla de "propiedad comunitaria". 

Siguiendo en el análisis, deseo demostrar 
que, tal como se plantea el concepto ele 
propiedad comunitaria, es una aberración 
financiera, económica, política y hasta 
moral. Yo me pregunto: ¿cuáles son ¡as 
vías por las cuales los obreros pueden su-
primir de algún modo el papel del capita-
lista? Uno de los caminos podría ser el 
ahorro, la adquisición de las empresas, 
por parte de los asalariados. No dudo de 
que, en escala experimental, podría ha-
cerse, y se ha hecho. Es una línea reco-
mendada part icularmente por la Emba-
jada norteamericana, cuando habla del 
capitalismo popular. Pero dejando de la-
do ese padrinazgo tan dudoso, me pregun-
to : ¿ piensa algún ingenuo que mediante el 
ahorro de los obreros la clase t raba jadora 
podrá hacerse dueña algún día de todo el 
aparato productivo del país? ¿Cuánto tiem-
po necesitaría para reunir, con el sacrificio 
implícito en el ahorro, el dinero necesario 

para comprar a los capitalistas sus em-
presas? Nadie que esté en su sano juicio 
puede pensar que ésta sea una vía realista 
para t ransformar la sociedad. Hasta el 
"milenio" de la Democracia Cristiana, que 
más de alguien ha profetizado, quedaría 
corto para lograr esa meta. 

Otro procedimiento sería que los or-
éanos de poder, como el Congreso Nacio-
nal, por medio de distintas leyes, pudieran 
facilitar la entrega a los t rabajadores de 
las empresas donde laboran. Esta vía sólo 
sería factible mediante sacrificios pecu-
niarios del Estado, que, de un modo u 
otro, incorporaría al patrimonio de la na-
ción las empresas particulares. 

Vuelvo a p regun ta r : ¿sería sensato, po-
dría a'guien aceptar que el país hiciera un 
esfuerzo tan gigantesco como para com-
prar Iínachina+o, por ejennVo, para en-
h egar c*r. fundición en propiedad o en ges-
tión de-paés síeo a los obreros y emplea-
dos de. 'á CAP? En mi concepto, eso sig-
nificaría co'.ocarse en un terreno absoluta-
mente ajeno o teda realidad y a todo es-
píritu de justicia-

También podría ocurrir que la clase 
t rabajadora , en virtud de un gran tras-
torno político —digámoslo con todas sus 
letras—, por una vía revolucionaria, alcan-
dora el poder, y mediante pagos simbóli-
cos c sin ellos, resolviera que la nación to-
mara a su carro, como propietaria, las em-
rv.*asn«s v hiwftss de producción que cons-

u i e i o equipo productivo. Pre-
i -n o jite: si el esfuerzo politice 

\ 1 i ( Q lad o, en el peor de los ca-
n n ' de toda una clase, provoca-

i ui i l ' t imación tan profunda del 
rcg.rnen economico y político, ¿sería pa ra 
regalar a los operarios de Huachipato esa 
industr ia ; -a mina de Chuquicamata a los 
obreros y empleados de Chile Exploration, 
y, en cambio, asignar a los explotados sa-
litreros de Flor de Chile o de Chile-Alema-
nia las plantas donde t raba jan? ¿Sería jus-
to permitir a unos ser dueños, por todo el 
resto de sus vidas, de empresas prósperas 



SESION 30», EN 21 DE JULIO DE 1966 1971 

y de alta productividad y condenar inde-
finidamente a otros a ser propietarios de 
plantas donde, junto con soportar un ré-
gimen de t raba jo inclemente, deben tolerar 
condiciones higiénicas deplorables? ¿Sería 
cristiano, siquiera, que por todo el resto 
de su existencia los obreros y empleados 
tuvieran que resignarse a un nivel de vi-
da determinado por la suerte, buena o 
mala, que tuvieron en el momento de pro-
ducirse la nacionalización? 

Todas estas razones demuestran clara-
mente que la sociedad comunitaria, basada 
en la propiedad colectiva de los obreros y 
empleados de una empresa sobre ella mis-
ma, es un absurdo jurídico, político, eco-
nómico, financiero y moral. No tiene sen-
tido. Por eso, cuando se habla de la socie-
dad comunitaria, recuerdo una de las tan-
tas historias que contaba Mark Twain. De-
cía que cuando niño cayó en sus manos un 
libro de historia natural, en cuyo índice 
se anunciaba un capítulo bajo el siguien-
te epígrafe : "La Serpiente en I r landa" . 
Acudió a la página indicada por el índice, 
y debajo del epígrafe leyó nada más que 
esto : "En Irlanda no hay serpientes" . Lo 
recuerdo cuando se habla con tanto énfasis 
sobre la propiedad comunitaria, poniendo 
tanta pasión en explicarla, porque podría-
mos resumir todo ese fá r rago de literatu-
ra política en una conclusión muy simple: 
como categoría económica y jurídica, la 
propiedad comunitaria no existe. 

Sin embargo, no deja de ser significati-
vo el hecho de que se formule este postu-
lado como aspiración de la Democracia 
Cristiana, porque él cumple con una de las 
finalidades más típicas de la ideología bur-
guesa : levantar conceptos que permitan 
una muy amplia y hasta contradictoria in-
terpretación : así pueden estar de acuerdo 
los "empresarios progresistas", a quienes 
se refir ió en una carta el Honorable señor 
Gumucio, hasta los más exaltados agitado-
res campesinos. Cualquiera de ellos puede 
quedar satisfecho con alguna de las mu-
chas explicaciones que se dan alrededor 

del tema. Pero la Democracia Cristiana 
está abocada a un problema mucho más 
serio: definir su programa. 

Quienes estiman que la propiedad co-
munitaria es de alguna manera una con-
creción de la propiedad socialista, debe-
rían estar de acuerdo con nosotros para 
expresar derechamente esa aspiración. 

El señor RODRIGUEZ.—Escuche, se-
ñor Ministro de Justicia. 

E; señor AMPUERO.—Lo otro es ma-
nifestar repulsa por un vocablo,, sin re-
emplazarlo por otro que tenga sentido 
exacto. 

A mi juicio, pretender que aún en estas 
condiciones se desea un cambio en la so-
ciedad y una transformación revoluciona-
ria, es una actitud poco sincera y, yo di-
ría, políticamente cobarde. Creo que en 
ia Democracia Cristiana, y más que en 
ella, en las masas t rabajadoras que la si-
guieron algún día y en cierto grado la 
siguen hasta hoy,... 

El señor RODRIGUEZ.—Señor Presi-
dente, pida al señor Ministro de Justicia 
que guarde silencio-

El señor AMPUERO.—...existe el pro-
pósito de realizar un cambio y que a mu-
chos no repugna la noción del socialismo,... 

El señor RODRIGUEZ.—El señor Mi-
nistro no quiere escuchar. 

El señor AMPUERO.—...o no rechazan 
ja posibilidad de que el país se encamine 
hacia una solución socialista. 

Pienso que los Senadores democrata-
cristianos, en homenaje a esos sectores, 
deberían rechazar los términos en que vie-
ne redactado el precepto de 1a Cámara y 
aceptar la redacción inequívoca y t rans-
parente aprobada con anterioridad por el 
Senado. 

Antes de terminar, sólo deseo añadir 
que a veces, como una forma más de "es-
capismo", enfermedad un tanto crónica en 
la Democracia Cristiana, según las ex-
presiones de su Embajador en Washing-
ton, se confunde la propiedad con la ges-
tión. Y a este propósito, con frecuencia 
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inexplicable, se t rae como modelo de la 
sociedad que se busca, el régimen yugos-
lavo. Ent re lo que se nos ha dicho que es 
la propiedad comunitaria en Chile y lo 
que es el régimen yugoslavo, existe una di-
ferencia fundamenta l : en Yugoslavia no 
hay patrones, ni empresarios, ni capitalis-
tas. La propiedad no es de cada grupo de 
obreros, sino de la nación entera- Allí se 
ha visto claro, por la propia experiencia, 
que un país no puede nacionalizar sus ri-
quezas o bienes de producción para entre-
garlos incondieionalmente en dominio a 
pequeños grupos, sino que el Estado debe 
mantener la dirección de ia economía, y 
esa dirección económica deba estar habi-
litada para corregir los desniveles ocasio-
nados por e! distinto grado de desarro 
lio tecnológico de cada unidad de produc-
ción. Allí, la novedad, lo original, ha sido 
ia "autogestión"; vale decir, la adminis-
tración por los propios t rabajadores de las 
fábricas que e.1 Estado entrega a su res-
ponsabilidad directa, mientras él sigue 
siendo el propietario en nombre de la co-
munidad, de la nación. Ello permite esta-
blecer analogías formales, aparentes, cuan-
do es sabido de todos que Chile no ha po-
dido escaparse de los moldes capitalistas, 
de su estructura social y económica y, en 
cambio, Yugoslavia, sin discusión, es un 
país que desde hace veinte años construye 
un régimen socialista. 

Por las razones expuestas y otras mu-
chas que sería largo enumerar los Sena-
dores socialistas rechazaremos la incor-
poración del equívoco término "comunita-
rio" en las disposiciones de la Carta Fun-
damental. 

El señor BULNES SANFIJENTES,— 
El proyecto de reforma constitucional en 
debate ha sufrido, como lo sabe perfecta-
mente el Senado, una serie de alternati-
vas en que el Gobierno y la Democracia 
Cristiana han ido cambiando radicalmen-
te el criterio en cuestiones muy funda-
mentales. Hemos visto al Ejecutivo re-
chazar un día la idea de que pudiera ha-
ber recurso de inaplicabilidad contra las 

leyes que regulen la forma de determinar 
el monto de las indemnizaciones o sus 
condiciones de pago. Otro día, lo hemos 
visto preocuparse, en la Cámara de Dipu-
tados, por que ese recurso de inaplicabili-
dad quede claramente establecido. Lo he-
mos visto sustentar un criterio sobre la 
propiedad minera en el primer t rámite 
del proyecto, y después, otro, a mi juicio 
sustancialmente distinto, en el segundo 
trámite. 

Ha quedado demostrado que este Go-
bierno, que decía tener estudiados todos 
los problemas antes de asumir, no tenía 
conceptos claros sobre algunas bases fun-
damentales de la convivencia nacional. 

Después del segundo trámite, podemos 
considerar f i jado en cierto modo el cri-
terio del Gobierno respecto de las distin-
tas clases de propietarios. Es evidente que 
quien lea las distintas disposiciones del 
proyecto y compare unas con otras, lle-
gará a la conclusión de que para el Go-
bierno, entre los propietarios actualmen-
te vigentes, hay tres clases dist intas: una 
primera, de los privilegiados, compuesta 
por los ti tulares de pertenencias mine-
ras, encabezados, naturalmente, por las 
grandes empresas extranjeras de la mi-
nería, para quienes el Ejecutivo y la ma-
lc r ía de la Cámara de Diputados piden 
garantías mucho mayores que las recono-
cidas por la Constitución y la legislación 
vigentes. La segunda, de Jos hombres co-
munes, está formada por la generalidad 
de los íH'orsietarios del país, que desme-

üondición jurídica, pero que 
no podrán ser desposeídos 

cíe sus propiedades sino mediante el pago 
ele indemnizaciones f i jadas en forma equi-
tativa. Esta clase tendrá la posibilidad 
ds recurrir a la Corte Suprema, en re-
curso ¿e inaplicabilidad, en caso de que 
ia ley falte a la equidad que la Constitu-
ción ordena mantener al legislador. La 
tercera clase, la de los parias, estaría for-
mada por los actuales propietarios de 
predios rústicos, que, según el proyecto 
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del Ejecutivo y de la Cámara, podrán ser 
despojados de sus predios mediante in-
demnización equivalente a una parte deí 
valor comercial de los recursos, quedando 
expuestos, además, a que, por medio del 
pago diferido de la indemnización, la su-
ma que reciban se desvalorice hasta ha-
cerse prácticamente ilusoria. 

El inciso nuevo que propone la Cáma-
ra de Diputados, relativo a todos los pro-
pietarios rústicos del país, permite, en 
primer término, expropiar sus predios 
por el avalúo fiscal vigente. El más igno-
rante en materias t r ibutarias sabe que 
las tasas de las contribuciones de bienes 
raíces se han f i jado siempre sobre la ba-
se de que los avalúos fiscales alcancen 
aproximadamente a 60'/ del valor comer-
cial o real de los predios. Cuando se estu-
dió la última legislación sobre la materia, 
incorporada a una ley de aumento de 
sueldos, pero concebida corno par te de la 
reforma tr ibutaria , el propósito de quie-
nes f i j a ron las tasas, el propósito del Go-
bierno y del Congreso, que más tarde se 
cumplió, fue que el avalúo representara 
entre 60'/, y dos tercios del valor comer-
cial. 

Pero hay más. Si por regla general lo» 
predios rústicos se avalúan sólo en 60/1 
de! valor comercial, en multitud de casos 
particulares el avalúo fiscal representa 
porcentajes todavía menores, porque aquél 
se realiza en conformidad a tablas de apli-
cación general, y no en consideración a la 
naturaleza específica del predio que se 
t ra ta de avaluar. Hay, por lo tanto, casos, 
y muy numerosos, en que los avalúos fis-
cales representan valores bastante infe-
riores al 60'f del valor real. 

Debo todavía señalar otro factor. Los 
avalúos fiscales fueron f i jados al 19 de 
enero de 1965. Corresponde al Presidente 
de la República establecer el reajuste que 
tendrán cada año. Después de un año de 
vigencia de ellos, se ha aplicado, a contar 
del 1? de enero de 1968, un reajuste de 
16%, en circunstancias de que el Gobier-

no confiesa un alza del costo de la vida 
de 25,9%. De manera que el avalúo fiscal, 
ya muy inferior al valor comercial, queda 
todavía más disminuido por efectos de un 
reajuste que no corresponde a la depre-
ciación de la moneda. 

Pues bien, ei proyecto dispone que los 
predios rústicos serán expropiados sobre 
la base del avalúo fiscal, y como si ello no 
bastara, agrega que la indemnización po-
drá ser pagada a treinta años plazo, con 
una parte de contado, que puede ser cual-
quier parte —un 1%—, y sin cuidar de 
establecer que las cuotas a plazo serán 
objeto de reajuste. Posiblemente, pudiera 
entenderse, concatenando este precepto 
con las normas generales sobre expropia-
ción contenidas en otro inciso del N9 10 
del artículo 10, que las condiciones de 
pago tendrían que f i ja rse en forma equi-
tativa y que, por lo tanto, también el rea-
juste debería proceder en igual fo rma ; pe-
ro todo ello es muy discutible, pues no hay 
disposición expresa al respecto. 

En resumen, el. propietario rústico po-
drá ser privado de su predio por más o 
menos la mitad de su valor y además que-
dará expuesto a que esa mitad se le pague 
a 30 años en moneda depreciada y envi-
lecida. 

Para mí, que creo en el derecho de pro-
piedad y, más todavía, que no lo estimo 
don del Estado, sino un derecho natural, 
necesario para el desarrollo de la persona 
humana en dignidad, este sistema consti-
tuye un despojo amparado por la Constitu-
ción, por la ley, pero que no por eso pier-
de su carácter de despojo ni deja de aten-
ta r contra el mandamiento que dice "no 
hur tar" . A mi juicio, los propietarios agrí-
colas, al amparo de esta disposición, se-
rán robados. 

Considero, además, que tal despojo es 
extraordinariamente injusto. He dicho en 
el Senado que no soy agricultor ni vengo 
de una familia de agricultores, pero miro 
a la agricultura nacional con bastante 
perspectiva, porque la conozco bien, pues 
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he representado durante mucho tiempo a 
una zona agrícola. Sé que hay malos agri-
cultores, pero nadie podrá negar que tam-
bién hay malos abogados, malos médicos, 
malos empleados, malos obreros, malos po-
líticos y hasta malos sacerdotes. Y no por-
que haya malos abogados, malos médicos, 
malos empleados, malos obreros, malos po-
líticos o malos sacerdotes, se ha pensado 
jamás en privar de sus bienes a todos los 
que ejercen la respectiva profesión. 

Ha habido malos agricultores, pero la 
gran mayoría de los agricultores chilenos 
tienen el mérito de haber formado la es-
t ructura económica del país y t ransforma-
do una t ierra que no era más que un gran 
yermo en un territorio agrícolamente 
aprovechable, con rendimientos compara-
tivamente muy superiores al de la mayor 
par te de los países. Ha luchado el agri-
cultor contra toda clase de factores adver-
sos de la naturaleza, hoy día fáciles de su-
perar, pero que 80 ó 40 años atrás le im-
ponían una vida durísima. Y ha luchado, 
sobre todo, contra la indolencia y la per-
secución del Estado. Si no ha podido dar 
a los que t r aba jan con él —agricultores, 
también— las condiciones de vida que to-
dos deseamos, se ha debido fundamental-
mente a que el Estado ha castigado la 
agricultura con precios políticos, la ha de-
jado ausente de toda la asistencia que se 
presta generosamente a la industria y a 
la minería, y ha determinado que los agri-
cultores chilenos vivan, por lo menos des-
de hace varias decenas de años, en proce-
so permanente de descapitalización. 

Por todas estas razones se t r a ta de un 
despojo, y de un despojo injusto. Pero 
además de ser injusto, es gravemente in-
conveniente para los intereses del país, 
porque por muchas garantías que se otor-
guen hoy a las propiedades mineras u 
otras, ningún propietario tendrá confian-
za en lo fu turo , ya que, así como hoy se 
establece que los dueños de predios rústi-
cos pueden ser despojados de sus t ierras 
con una magra indemnización, no,hay nin-

guna razón para suponer que mañana no 
ha de modificarse nuevamente la Consti-
tución e imponerse igual t ratamiento a to-
dos los propietarios. De esta manera, po-
drá el Presidente de la República pronun-
ciar diez discursos al mes llamando al ca-
pital particular, pidiéndole a la empresa 
privada que tenga confianza en sus inten-
ciones, pero hecha esta reforma, el capi-
tal particular y la empresa privada sa-
brán perfectamente que viven bajo una 
espada de Damocles. ¡Por este camino no 
se desarrollará el país! 

He dicho muchas veces que entiendo la 
concepción socialista, sin part icipar de 
ella, naturalmente. Los socialistas conside-
ran que los medios de producción y los ca-
pitales deben pertenecer al Estado. Es un 
régimen, a mi juicio, inconveniente, por 
muchas razones; pero es un régimen, un 
sistema. Lo que no puedo entender es que 
gente que desea promover el desarrollo 
económico y el mejoramiento social de la 
nación, a base de la propiedad privada y 
de la empresa particular, crea que éstas 
se quedarán contentas, alegres, optimistas 
y llenas de energías, después de que a un 
sector de ellas, el de los propietarios agrí-
colas, se lo despoje de sus propiedades en 
las condiciones señaladas. 

El señor RODRIGUEZ (Ministro de 
Just icia) .— ¿Me permite una interrup-
ción, Honorable Senador? 

Sólo deseo pedir que se me disculpe por-
que tendré que ausentarme de la sala, por 
tener un compromiso oficial ineludible. 
Deploro no poder permanecer hasta el tér-
mino de la sesión y seguir escuchando las 
observaciones del Honorable señor Bulnes, 
de las cuales tendré oportunidad de ha-
cerme cargo esta tarde. 

Muchas gracias. 
El señor BULNES SANFUENTES. — 

Naturalmente, este despojo legal se jus-
tif ica en nombre de la reforma agra r ia ; 
en nombre de la necesidad de hacer pro-
pietarios a los que laboran la t ierra. 

Algunos hablan de cien mil propieta-
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rios; otros, menos 'optimistas , ba jan esa 
cifra a 40 mil; otros la suben a 60 mil; 
pero se habla de muchos propietarios. 

Estimo que la reforma agrar ia planea-
da por el Gobierno es descabellada en va-
rias de sus concepciones fundamentales. 
No me refer i ré a ello en el día de hoy, por 
fal ta de tiempo, pero lo haré cuando sea 
t ratada dicha iniciativa. 

Estoy convencido de que la reforma 
agrar ia de la Democracia Cristiana sólo 
hará propietarios a unos poquitos privile-
giados, y en cambio creará en el agro chi-
leno una situación de anarquía, de caos, 
de confusión, que está fuera de lo racio-
nal. En mi opinión, si llega a aplicarse esa 
política, con sus asentamientos y demás, 
de aquí a tres o cuatro años el campo chi-
leno y, por lo tanto, el país, estarán en 
ía anarquía. Ya llegará el momento de de-
mostrarlo. Por ahora digo, sin el propó-
sito de herir a nadie, pero en uso del de-
recho que tengo a la crítica, que la refor-
ma agraria propuesta por este Gobierno 
parece haber sido concebida por locos. Es 
muy diferente de todo lo que se ha hecho 
en el mundo. Se funda en ilusiones y crea 
un régimen jurídico que nadie entiende. 
En la práctica, constituye un camino se-
guro, no hacia la socialización ni la sub-
división de la t ier ra y la propiedad, sino 
sólo hacia la anarquía. Es lo que tendre-
mos de aquí a pocos años, si el proyecto 
es aprobado y se aplica. 

Deseo señalar, además, que esta inicia-
tiva de ley, en lo que concierne a la pro-
piedad agrícola, implica un gigantesco 
f raude al electorado. Nadie pudo suponer 
durante la campaña presidencial que el 
entonces Senador señor Eduardo Frei, lle-
gado a la Presidencia de la República, ha-
ría una reforma constitucional para ex-
propiar la t ierra sin pagar la indemniza-
ción correspondiente. Nada semejante po-
día desprenderse de los planteamientos an-
teriores del señor Frei, en su calidad de 
Ministro de Estado y de parlamentario. 
Particularmente, en sus discursos corno 

candidato presidencial, no se encuentra el 
menor indicio que permita llegar a esa 
conclusión. Por lo contrario, hay discur-
sos, y muy importantes, del entonces can-
didato presidencial, que conducen clara-
mente a la idea contraria. Tal es el caso 
de la extensa exposición sobre el problema 
agrícola que leyó en Temuco y en la cual 
manifestó, en la forma más enfática, que 
ningún propietario que t r aba j a r a bien su 
heredad corría el peligro de que ésta le 
fuera expropiada. Más aún, hizo una defi-
nición del latifundio, la cual es citada en 
la obra del señor Jorge Rogers "Dos Ca-
minos para la Reforma Agraria", estable-
ciendo que sería estúpido calificar de la-
tifundio a una propiedad por su extensión. 
Lo que, a juicio del señor Frei, daba a un 
predio carácter de latifundio, era el hecho 
de estar explotado en malas condiciones, 
las que se encargó de precisar y señalar. 

Reitero que ningún elector del señor 
Frei pudo suponer que este Mandatario 
habría de impulsar semejante proyecto de 
reforma constitucional. Tampoco había 
motivos para que llegaran a suponerlo 
aquellos campesinos interesados en poseer 
tierras, porque el propio señor Frei dijo 
muchas veces: "No vengo a repar t i r po-
treros, como lo hace el FRAP. No vengo 
a ofrecer a cada uno un pedazo de los pre-
dios en que laboran". Y agregó: "Quie-
nes ofrecen potreros no entregarán siquie-
ra terrones". En este mismo orden de co-
sas, declaró que haría una reforma agra-
ria racional, basada en un sistema de pun-
ta je y prioridades que permitiera obtener, 
a quien lo mereciera, una porción de te-
rreno agrícola en cualquiera parte del 
país. En ningún caso el señor Frei planteó 
la idea peregrina que ahora ha propuesto 
el Gobierno: el reparto de cada propiedad 
agrícola entre los que la están laborando, 
sistema que convierte a cada obrero cam-
pesino en enemigo jurado de su patrón y 
en ferviente interesado en que la propie-
dad en que t r aba ja se explote mal. Por 
efecto de ese sistema, el empresario agrí-
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cola cuyas t ierras no sean expropiadas de 
inmediato, vivirá rodeado de enemigos y 
no de colaboradores. En los países donde 
se ha hecho una reforma agrar ia orgáni-
ca, se ha establecido un sistema de pun-
taje , en lugar de prometer a cada campe-
sino un pedazo del fundo en que labora. 
Esto lo entendía bien el señor Frei cuan-
do ridiculizaba y escarnecía al candidato 
del FRAP, porque, según decía, éste an-
daba ofreciendo potreros. 

El señor RODRIGUEZ.— Lo que, por 
lo demás, era falso. 

El señor BULNES SANFUENTES. — 
Soy enemigo de calificar intenciones. Nor-
malmente lo evito. Inclusive, el otro día, 
al dar las razones que demuestran cuán 
inconvenientes serían para el país las dis-
posiciones sobre propiedad minera, no ca-
lifiqué las intenciones con que tales en-
miendas han sido introducidas. Con todo, 
pienso que tan sólo hasta cierto punto se 
puede evitar la calificación de intenciones, 
pues, al no hacerlo nunca, se pierde todo 
juicio político. 

Pues bien, pienso que todo este progra-
ma, esto es, la reforma agrar ia así con-
cebida y la reforma constitucional, tiene 
un objetivo político perfectamente claro: 
eliminar a determinado sector de empre-
sarios agrícolas, a ese vasto sector que t ra-
dicionalmente no ha sido simpatizante de 
la Democracia Cristiana. Y no lo ha sido, 
a mi modo de ver, porque el hombre de 
campo tiene un sentido demasiado cons-
tructivo y realista, para participar de una 
ideología cuyo planteamiento central es la 
propiedad comunitaria y el cambio por el 
cambio. El empresario agrícola, por na-
turaleza, por conformación mental, por 
sentido constructivo y porque sabe lo que 
cuesta crear, no simpatiza con la Demo-
cracia Cristiana, que es una gigantesca 
empresa de demolición. 

Sobre esos empresarios se han descar-
gado ahora todas las iras del Gobierno, 
que, según parece, está dispuesto a exter-
minarlos. En todo caso, si no se logra su 

exterminio, esos empresarios vivirán en la 
zozobra, atemorizados, sometidos por el 
te r ror a las presiones del Gobierno o de 
los funcionarios. Y vivirán así en forma 
permanente, como me apunta el Honora-
ble señor Curti, porque aquí no se ha he-
cho lo que tuvieron cuidado de hacer los 
legisladores italianos cuando despacharon 
la reforma agrar ia en su patr ia . Ellos tu-
vieron el buen sentido de f i j a r en año y 
medio ta vigencia de la ley respectiva. 
Transcurrido dicho plazo, cada cual sabría 
a qué atenerse respecto de su propiedad. 
Aquí, en cambio, los empresarios agríco-
las no simpatizantes de la Democracia 
Cristiana, o bien, los meramente indepen-
dientes, pero que posean influencia electo-
ral, pasarán a ser individuos aterrorizados 
que deberán mirar la cara a los funciona-
rios y gobernantes, porque si no lo hacen, 
serán despojados "de su propiedad, reci-
biendo sólo una par te de su valor y en bo-
nos a treinta años plazo. 

Al parecer, estas iniciativas obedecen a 
un plan —ignoro quién lo ha concebido— 
tendiente a la eliminación de todos los in-
dividuos que puedan ser contrarios o inde-
pendientes respecto del Gobierno y de la 
Democracia Cristiana. El plan consulta, 
sin duda, mantener las formas democráti-
cas, cuidar las apariencias, pero en el fon-
do, está hiriendo y destruyendo a la de-
mocracia misma. En mi concepto, hay en 
ese sentido perfecta sincronización entre 
diversas iniciativas del Gobierno. Me re-
fiero, entre otras, a la promoción popular, 
que hará llegar dádivas al más humilde; 
al proyecto sobre juntas de vecinos, que 
ya no serán libres como lo son ahora, pues 
se las incorporará a la maquinaria del Es-
tado; a las medidas gubernamentales en 
materia de intervención económica, las 
que abarcan los más variados aspectos; a 
la anunciada reforma bancaria, que con-
vert irá a los gobernantes en dueños y se-
ñores del crédito; a la reforma constitu-
cional que introduce los plebiscitos, desti-
nados a legislar contra la voluntad del 
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Congreso y a obtener del electorado que 
traspase al Ejecutivo las atribuciones le-
gislativas de aquél; a la propaganda de 
radio, que se hace con f r aude al derecho 
otorgado por la ley al Gobierno para ha-
cer determinadas transmisiones; a la pre-
sión económica que se está haciendo sobre 
los diarios y especialmente a la presión 
que el Banco del Estado realiza positiva-
mente —me consta el hecho— sobre cada 
accionista de SOPESUR, para obtener que 
una filial agrícola de ese banco, denomi-
nada Rucamanqui o algo parecido, se 
adueñe de las acciones de esa organización 
periodística. Esos son algunos aspectos — 
y no todos— del proceso tendiente a evi-
ta r toda posible resistencia política. 

Sé de sobra que la disposición en deba-
te será aprobada, y que lo será con los vo-
tos de la Democracia Cristiana y del 
FRAP. Pero pienso que el Frente de Ac-
ción Popular habrá de arrepentirse maña-
na por lo que hace hoy, pues, al aprobar 
este precepto, contribuirá a que se cierre 
ese círculo de presión sobre los elementos 
independientes que van quedando en el 
pa ís ; a que el Gobierno consolide su po-
derío ; a que el funcionario y el gobernan-
te sean dueños, si no de las vidas, por lo 
menos de la hacienda de todos los habitan-
tes del país ; a que gobernantes y funcio-
narios, por la vía del temor a la pérdida 
de la propiedad, lleguen a doblegar volun-
tades que hasta hoy no habían podido so-
meter. 

En resumen, considero que, de todas las 
disposiciones de este artículo, la más gra-
ve, la más perjudicial, la que causará al 
país mayores t rastornos desde todo punto 
de vista y en todos los planos, es ésta que 
permite despojar de sus predios a los es-
forzados y perseguidos agricultores de 
Chile. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización).— Con la venia de la 
Mesa, deseo decir breves palabras acerca 
de ciertas apreciaciones formuladas por el 
Honorable señor Bulnes. 

A mi modo de ver, el señor Senador ha 
hecho aquí algunas interpretaciones que 
considero demasiado impregnadas, como 
él dijo, de intención. Pero, en el fondo, 
pienso que se t ra ta , sencillamente, de que, 
cuando se par te de premisas del todo 
opuestas o muy diferentes, es muy fácil 
hacer una caricatura de los puntos de vis-
ta sustentados por el adversario. 

En realidad, el Honorable señor Bulnes 
ha revelado, según me parece, un pensa-
miento absolutamente individualista. 

El señor BULNES SANFUENTES. — 
No he dicho una sola palabra que permita 
al señor Ministro sostener tan antojadiza 
afirmación. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r ras y Colonización).— Estoy haciendo 
una interpretación, con el mismo derecho 
con que lo hizo el señor Senador. 

En mi opinión, por ejemplo, declarar 
que la reforma agrar ia t rae rá el caos, es 
una mera suposición, es anticipar hechos 
sin ninguna prueba ni fundamento cien-
tífico, es un pronóstico o, quizás, un de-
seo. Pero no es en absoluto una premisa, 
un aserto que valga la pena invocar cuan-
do se t r a ta de argumentar sobre hechos y 
en una discusión jurídica como la plan-
teada en esta Honorable Corporación. 

Me parece, asimismo, que comete un 
error el señor Senador cuando af i rma que 
el Presidente Frei, durante su campaña 
electoral y aun con anterioridad a ésta, no 
indicó los puntos que han servido de base 
al actual proyecto de re forma agrar ia . 

Es fácil demostrar que todo lo conte-
nido en el proyecto f iguraba en el pro-
grama del Presidente de la República. In-
clusive, podría a f i rmar que la tesis consis-
tente en que las expropiaciones deben ha-
cerse por el monto del avalúo fiscal, esta-
ba planteada ya en el proyecto de refor-
ma agrar ia que presentó el Part ido Demó-
crata Cristiano durante la Administración 
del señor Alessandri. De modo, pues, que 
se t r a t a de un planteamiento antiguo de la 



1978 DIARIO DE SESIONES DEL SENADO 

Democracia Cristiana. Quiero agregar que 
todo este p roceso . . . 

El señor BULNES SANFUENTES. — 
¿Me permite una breve interrupción, se-
ñor Ministro? 

El señor Ministro debe recordar que la 
iniciativa presentada a la Cámara, en la 
cual no insistió en el Senado el señor Frei , 
tenía bases sustancialmente distintas del 
proyecto que nos ha traído el Gobierno. 
Aquella no tenía el menor parentesco con 
ésta. Esa iniciativa murió en la Cámara, 
y murió un poco en el ridículo. Por eso, los 
Senadores de la Democracia Cristiana no 
la acogieron ni la apoyaron ni defendie-
ron en el Senado. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización).— Sobre algunos 
puntos, las ideas eran las mismas. Eso es 
lo que importa. No estoy haciendo una 
apreciación general del proyecto. Las 
ideas marchan, caminan, se mejoran ; se 
rectifican los errores, se plantean posicio-
nes a niveles diferentes. Estoy refiriéndo-
me a un hecho concreto, a propósito de la 
afirmación del señor Senador en el senti-
do de que determinada iniciativa no esta-
ba en el pensamiento del señor Frei . En 
realidad, ese punto de vista ya había sido 
planteado como propio del Part ido Demó-
crata Cristiano en el proyecto menciona-
do. Por otra parte, también estaba consig-
nado en los estudios hechos con anteriori-
dad a la presentación de aquella iniciativa. 
De modo que —insisto en que eso se puede 
demostrar— el señor Senador ha cometido 
un error. 

A mi juicio, toda esta presentación un 
tanto terror í f ica de los planes, los proyec-
tos, las intenciones del Part ido Demócra-
ta Cristiano, al cual se hace aparecer co-
mo una colectividad monstruosa que in-
tenta la absorción total del poder político, 
social, económico e intelectual en Chile, co-
rresponde a una imagen que sólo se pue-
de aplicar cuando se prescinde de la his-
toria, de la tradición, de los hombres, de 
las circunstancias, de todo lo que constitu-

ye la realidad de un partido. Me parece 
ver en ello una traslación polémica exa-
gerada de las opiniones que el Honorable 
señor Bulnes pueda tener acerca de otros 
tópicos. 

De todos modos, quisiera expresar —es-
timo necesario decirlo en esta oportuni-
dad— que si hay un régimen social que ha 
acaparado el poder de la propaganda, el 
poder ideológico, cultural, económico y so-
cial, ése es precisamente el viejo sistema 
fundado en la economía del lucro indivi-
dual. ¡El viejo y tradicional régimen ca-
pitalista ! 

En verdad, resulta absurdo, a mi juicio, 
que quienes creen que de alguna manera 
debe mantenerse la esencia de ese siste-
ma, acusen con tanta facilidad a los de-
más en cuanto intentan fo rmar un poco 
de opinión pública en torno de ideas nue-
vas. 

Se nos acusa de intentar establecer el 
totalitarismo, en lo cual jamás caeremos. 
Somos un partido democrático y, como tal, 
t ra tamos de expresar nuestras opiniones 
y de hacerlas llegar a la opinión pública, 
porque con frecuencia, dada la estructura 
tradicional de esta sociedad individualis-
ta, muchos grupos no logran ese propósi-
to y sus ideas no son conocidas. Por ejem-
plo, se dice que nuestras ideas son incom-
prensibles. Lo son para muchos, precisa-
mente porque no han sido difundidas de 
manera suficiente. En cambio, las ideas 
tradicionales de la Derecha chilena se han 
repetido y machacado durante años, y aun 
siglos. Entonces han pasado a ser de co-
nocimiento común. Y ello ha ocurrido por-
que esos sectores han tenido oportunidad 
de educar a la opinión pública. E n cam-
bio, nosotros estamos for jando una men-
talidad nueva. Evidentemente, tenemos 
necesidad de llegar a la opinión pública. 
Es posible que al hacerlo incurramos mu-
chas veces en error o en abuso. No lo nie-
go, porque así puede suceder. Pero, indis-
cutiblemente, lo que hemos hecho —de ello 
se nos acusa en el Senado con insisten-
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cia— es mínimo e insignificante compa-
rado con el inmenso proceso de dictadura 
espiritual, social y económica que surge de 
la realidad del régimen capitalista tradi-
cional. 

El señor AMPUERO.—¿Me permite 
una interrupción, señor Ministro? 

A propósito de lo que manifiesta Su Se-
ñoría, creo que es una buena oportunidad 
para recordar a un representante del Eje-
cutivo dos reclamaciones formuladas por 
mí en esta Sala y que inciden en eviden-
tes negativas para proporcionar democrá-
ticamente a un parlamentario de mi par-
tido los recursos para llegar hasta el elec-
torado y la opinión pública. 

He reclamado de la prohibición que tuve 
durante dos semanas y media para utili-
zar la radio de Calama, cuando se encon-
t raba en huelga el mineral de Chuquica-
mata en el mes de diciembre. No hubo po-
sibilidad ninguna, durante 18 ó 20 días, 
a pesar de haber recurrido al je fe de pla-
za, al Gobernador y al Ministerio del In-
terior, y de haber usado todos los medios 
de correspondencia, de que un Senador de 
la zona pudiera dirigirse a la población 
del departamento de El Loa, departamen-
to que, entre otros, represento en el Se-
nado. 

Es una responsabilidad evidente del Go-
bierno. Quisiera, en consecuencia, que el 
señor Ministro se esforzara por compati-
bilizar las expresiones tan generosas aquí 
exhibidas con la política que practica el 
Gobierno en este terreno. 

En segundo lugar, he reclamado dos ve-
ces de la conducta de la radio "El Morro", 
de Arica, dependiente del Banco del Es-
tado, institución en su totalidad dirigida 
por personeros de la Democracia Cristia-
na. No he podido hablar jamás en esa ra-
dio, ni pagando, ni consultando a Santia-
go, por cuanto la gerencia de la capital se 
ha esmerado en re ta rdar la respuesta has-
ta mucho más allá de mi permanencia en 
Arica. 

He reclamado al Ministerio del Interior, 
y hay pendiente un oficio. Lo he pedido 

a la Mesa y lo reitero ahora, para que 
ese Secretario de Estado explique por qué 
ocurre tan reiteradamente esa situación, 
en circunstancias de t ra ta r se de elementos 
de difusión que están bajo la dependencia 
directa del Gobierno. Incluso, si esos obs-
táculos han sido puestos por personeros 
subalternos, debo recordar que éstos están 
sometidos a la jerarquía del Ejecutivo. 

Planteé, además, ciertos hechos ocurri-
dos en Calama. Reclamé de la conducta del 
Gobernador del departamento, quien pidió 
por oficio el traslado de un profesor so-
cialista y regidor de la comuna, vale de-
cir, un mandatario popular. En seguida, 
dije que el oficio al Ministro del ramo, cu-
ya copia fotostática he exhibido a los pe-
riodistas y a la Sala, expresa que dicho 
traslado se pide a requerimiento de los 
abogados de la empresa Chile Exploration, 
entre otros, de un abogado apellidado To-
mic, hermano del Embajador de Chile en 
Washington, lo que hacía doblemente de-
licado el incidente. Ello aconsejaba al Go-
bierno obrar con particular escrupulosidad 
para investigar los hechos, sancionar a los 
responsables y demostrar en la práctica 
su respeto por el derecho democrático de 
la Oposición e, incluso, de los mandatarios 
populares, como en el caso del regidor Vi-
llalobos. 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
¿Me permite una interrupción, señor Mi-
nistro? 

El señor Ministro tiene perfecto dere-
cho a hacer consideraciones teóricas sobre 
el régimen capitalista, pero al Senador que 
habla le agradan las cosas concretas, y lo 
concreto es que en ninguno de los regíme-
nes que he podido observar durante mi 
vida —los Gobiernos radicales y los de los 
señores Ibáñez y Jorge Alessandri—, hu-
bo iniciativas de ninguna especie tendien-
tes a aprovechar el poder del Estado para 
controlar los medios de publicidad. 

El señor FUENTEALBA.—Lo tenían 
ustedes en sus manos; en manos de par-
ticulares. 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
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No es efectivo que lo tuviéramos en nues-
t r a s manos. 

Mi partido contaba con dos órganos de 
prensa que, por lo demás, no eran de su 
propiedad: "El Diario Ilustrado", de San-
tiago; y "La Unión", de Valparaíso. 

Había diarios independientes, comunis-
tas, socialistas y diarios de la Democracia 
Cristiana. Tal vez éstos tuvieron poco éxi-
to, pero los hubo. Había dos ediciones de 
"El Mercurio": "Las Ultimas Noticias" y 
"La Segunda", al servicio incondicional de 
la Democracia Cristiana. Las radios no se 
usaban por el Gobierno como elementos de 
propaganda, y los fondos del Estado, que 
son de todos los chilenos, no se destinaban 
a la difusión de determinada ideología. De 
modo que hacer ahora consideraciones ge-
nerales sobre el régimen capitalista, es 
perderse un poco en las ramas. 

El señor FUENTEALBA.—¿ Y la radio 
Corporación ? 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
Lo positivo es que quienes estamos pre-
sentes en esta sala, presenciamos por pri-
mera vez en nuestras vidas la actitud de 
un Gobierno que, deliberada y sistemáti-
camente, desea apoderarse de todos los 
medios de difusión existentes en Chile., 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización).—Deseo terminar . 

Me haré cargo de las observaciones he-
chas por los señores Senadores. 

En primer término, insisto en que el 
Honorable señor Bulnes, a pesar de soste-
ner que sólo se ref iere a hechos concretos, 
está en verdad exponiendo toda su teoría. 

Dice el señor Senador que Gobiernos an-
teriores no tenían ingerencia en la propa-
ganda de radios, diarios, e tcétera; pero 
ocurre que en el hecho existe una vincula-
ción de orden social. Muchas veces, no se 
necesita hacerlo de modo formal, pero en 
la realidad existe el poder en manos de 
unos pocos que se expresan políticamente 
y mandan en ese terreno. Más aún: las 
administraciones anteriores tenían el dia-
rio "La Nación", que utilizaban para de-

fender intereses políticos, ideológicos y 
administrativos del Gobierno y para ata-
car a los demás, en forma a veces ma-
lévola. 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
Pero ese diario no lo adquirieron esos go-
biernos. 

El señor FUENTEALBA.—Además, 
tenían lá radio Corporación. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización).—No se t ra ta de re-
cordarlo, pero el poder económico, eviden-
temente vinculado al Gobierno, se expre-
saba en múltiples formas de propaganda. 
El Honorable señor Bulnes lo niega sólo 
porque estima que su verdad es absoluta, 
completa, comprobada; porque cree que 
las relaciones de este tipo no son doctri-
narias, que nada tienen que ver con la doc-
t r ina ni el pensamiento. 

El señor BULNES SANFUENTES.— 
El señor Ministro no me conoce. No tengo 
nada de fanático, y le pueden dar testi-
monio de ello los que están en esta sala. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización).—En verdad, con 
frecuencia, cometemos el error de creer 
que nuestro pensamiento se fundamenta 
sólo en hechos, mientras el de los demás 
traduce únicamente interpretaciones. Pe-
ro la realidad es que t ras las palabras de 
Su Señoría hay un conjunto enorme de 
interpretaciones. Es lo que deseo hacer 
notar al señor Senador: que cada una de 
sus palabras no traduce hechos, sino in-
terpretaciones. 

En cuanto a lo expresado por el Hono-
rable señor Ampuero, debo manifestar que 
desconozco el caso señalado por el señor 
Senador. Por eso no puedo responderle. 
Si es efectivo, sería digno de estudiar el 
caso y hacer las rectificaciones correspon-
dientes. Sin embargo, haré una observa-
ción al respecto al señor Senador. 

Su Señoría aplica ese criterio a este Go-
bierno; pero debería comprender, porque 
su doctrina y sus actos lo obligan a enten-
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derlo, que en muchas oportunidades es ne-
cesario proceder sin una total libertad. 

El señor AMPUERO.—Lo he visto ha-
cer en "El Salvador". 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización) .—Con mucha f re-
cuencia Su Señoría ampara y protege po-
siciones políticas en las cuales lo que él 
ha condenado resulta ser una norma que 
aplaude. 

El señor AMPUERO.—¿Podría citar 
algún caso, señor Ministro? 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r r a s y Colonización).—Acepto lo que dice 
Su Señoría, en cuanto a que podría apli-
carse un criterio libérrimo. Pero la reali-
dad política a veces impone la necesidad, 
para evitar males mayores, de no conce-
der ciertas facilidades que normalmente 
se otorgan. 

Estoy dispuesto a estudiar el caso y a 
hacer la rectificación correspondiente si 
se ha cometido un error. Ya lo dije, es 
posible que haya errores y abusos; nunca 
lo he negado. Pero tampoco debemos ne-
garnos a analizar los errores y rectifi-
carlos. 

El señor AMPUERO.—Desde hace dos 
meses está mi reclamo en poder del Go-
bierno. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r ras y Colonización).^Resulta muy sim-
ple y sencillo para un Senador del F R A P 
calificar de crimen la negativa a conceder 
una libertad reconocida en la Constitu-
ción, en circunstancias de que; ese procedi-
miento representa una norma habitual de 
acuerdo con el criterio con que Sus Se-
ñorías proceden. 

El señor AMPUERO.—Cite un caso, se-
ñor Ministro. 

El señor FUENTEALBA.—En otros 
gobiernos, señor Senador. 

El señor GUMUCIO.—En otro gobier-
no, fuera de Chile. 

El señor AMPUERO.—Resulta que la 
Constitución vale hasta donde se conforme 
con el criterio de la Democracia Cristiana. 

¡Es una interpretación jurídica comple-
tamente nueva! Me gustaría que pudiéra-
mos discutirla. 

El señor CASTILLO (Ministro de Tie-
r ras y Colonización).— Cuando quiera, 
señor Senador. 

El señor GARCIA (Vicepresidente).— 
¿Ha terminado el señor Ministro? 

El señor GUMUCIO.—Faltan sólo cin-
co minutos para el término de la sesión, 
de modo que me haré cargo muy breve-
mente de las observaciones formuladas por 
el Honorable señor Ampuero en torno de 
mis intervenciones relativas a las enmien-
das introducidas por ía Cámara de Dipu-
tados en el asunto que estamos discutien-
do. 

En realidad, el señor Senador cree de-
masiado en la f i jeza absoluta de las ideas. 
A mi juicio, en ciertos aspectos esenciales 
de las doctrinas, las ideas no cambian; pe-
ro éstas evolucionan, fundamentalmente 
por la conducta política de quienes las de-
fienden, o, por lo menos, tal evolución es 
determinada por aquel factor. Lo hemos 
visto en el caso del marxismo: ningún 
marxista sostendría que hoy día pueden 
defenderse integral, exacta y matemática-
mente todos los postulados de Marx. Des-
de luego, el propio Lenin significó, dentro 
de la doctrina, un avance, un proceso de 
cambios que indicó evolución. 

Por lo tanto, no estoy de acuerdo en esa 
rigidez de las definiciones doctrinarias 
que pretende Su Señoría, pues las ideas 
están en evolución. Por eso, no me aver-
güenza decir que muchos términos pueden 
ser objeto todavía de nuevas y más claras 
definiciones, y que ése puede ser el caso 
del comunitarismo. 

Quiero destacar que las redacciones da-
das al precepto por el Senado y por la 
Cámara, no pueden satisfacer ampliamente 
al Honorable señor Ampuero ni a los de-
más Senadores de esas bancas, porque am-
bas son débiles, desde el punto de vista 
doctrinario de Sus Señorías. En efecto, un 
socialista que luchara por implantar ín-
tegramente sus principios habría querido 
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establecer el dominio total del Estado para 
todas las empresas, y no habría permitido 
ihcluir la palabra "propenderá", por ejem-
plo, que obedece precisamente a una idea 
evolucionista, a un esfuerzo, a una tenden-
cia hacia un estado de cosas posterior. Por 
eso sostengo que al Honorable señor Am-
puero no ha de satisfacerle, como deside-
rátum, la redacción propuesta por el Se-
nado, ni puede luchar por ella como si se 
t r a t a r a de una cosa "sine qua non" . 

El señor AMPUERO.—Yo sostengo que 
una de las redacciones se entiende y la otra 
no. Me quedo, por lo tanto, con la que se 
entiende. 

El señor GUMUCIO.—Ahora bien, exa-
minemos ambas redacciones. 

¿En qué coinciden y en qué son ellas 
novedosas? E n que se propende a la colec-
tivización de los medios de producción y 
de consumo. Pero entonces se presenta un 
problema, del cual tengo un concepto muy 
personal. 

El señor AMPUERO.—Al consumo no 
se ref iere . 

E,1 señor GUMUCIO.—En general, si 
hay empresas en que los medios de pro-
ducción pueden combinarse con una or-
ganización del consumo, se produce una es-
pecie de colectivización de éste. 

El señor AMPUERO.—Encuentro difí-
cil que un pan puedan consumirlo varias 
personas. 

El señor GUMUGIQ.—Naturalmente, 
ello puede significar, dentro de la distri-
bución, un paso claro hacia la colectiviza-
ción. Ese aspecto lo hemos considerado en 
ambas redacciones, señor Senador 

Lo que ellas tienen de novedad es lo que 

acabo de señalar. Creo que este punto se 
discutirá internamente en nuestro partido, 
porque no tenemos vergüenza en decir que 
estamos en el camino del diálogo interno, 
para esclarecer y definir mejor las ar is tas 
de nuestra doctrina. Y ello no constituye 
pecado, ni es vergonzoso. 

Podemos decir públicamente —así lo he 
hecho— que la idea de colectivización, en 
cierta medida, ha sido un valor socialista, 
así como hay valores cristianos que el pro-
pio marxismo ha incorporado a su doc-
tr ina. El propio Marx cita corrientemente 
a Cristo en diversos pár rafos de todas sus 
obras. Ello no quiere decir que esos va-
lores sean, en realidad, socialistas, sino 
que han trascendido al socialismo, como 
puede haber valores socialistas que t ras-
ciendan a una filosofía cristiana. 

Por lo tanto, el hecho de que reconoz-
camos que el término "colectivización" 
puede, en cierta medida, asimilarse a la 
socialización, no significa que estemos 
adhiriendo a la doctrina marxista en su 
integridad. Nuestro planteamiento es muy 
claro: t raba jamos por una nueva socie-
dad humana, personal y comunitaria. 
Humana, en cuanto a que los valores del 
hombre tienen, para nosotros, preeminen-
cia. 

Continuaré en la sesión de la tarde, 
señor Presidente. 

El señor GARCIA (Vicepresidente).— 
Por haber llegado el término de la hora, 
se levanta la sesión. 

—Se levantó a las 13.30. 

René Vuskovié Bravo, 
Jefe de la Redacción. 
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